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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señores Representantes Eduardo Brenta, Roberto Conde, Jorge Gandini, Gonzalo Mujica, 
Pablo Pérez, Iván Posada y Héctor Tajam. 


DELEGADA 
DE SECTOR: Señora Representante Silvana Charlone. 


INVITADOS: Por el Movimiento de Deudores en Dólares, señores Francisco Speranza, Jorge Milano, 
Mirto Badani y Nelson Fraga. 


Por la Administración Nacional de Afiliados (ANDA), Washington Almada, Presidente; 
doctor Hugo Speranza, Vicepresidente y contador Eduardo O”Neill. 


Por la Cooperativa Uruguaya Solidaria de Afiliados (CUSAF), Walter Torres, Presidente; 
Eduardo Evangelista, Director; Estela Franco, Directora y doctora Norma Dergham. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a los representantes del Movimiento de Deudores en 
Dólares, señores Francisco Speranza, Mirto Badani, Nelson Fraga y profesor Jorge Milano. 


Además de darles la bienvenida, debemos hacer una aclaración. En el día de ayer, se constituyó una 
Comisión de la Asamblea General, integrada por Senadores y Diputados, que va a tratar este tema y que tiene 
dentro de sus cometidos recibir a los deudores, a los ahorristas de los bancos, a las instituciones financieras y 
a los representantes del Poder Ejecutivo, es decir, a todos los actores involucrados con el endeudamiento 
interno. Como esta audiencia había sido fijada con anterioridad, por supuesto, los vamos a recibir con mucho 
gusto. Personalmente, alguno de nosotros ya nos hemos reunido con ustedes. La versión taquigráfica con las 
exposiciones que ustedes realicen será enviada a la Comisión de la Asamblea General que mencioné -cuyos 
integrantes ya están designados, algunos estamos aquí presentes- porque así lo decidió el Parlamento. De esta 
forma, evitaremos duplicar el esfuerzo de que vengan otra vez. Obviamente, de acuerdo a cómo marchen los 
acontecimientos, si quieren solicitar una nueva reunión con esa Comisión, estarán en todo su derecho para 
hacerlo. 


Aunque estamos un poco retrasados, como en la mañana de hoy tenemos varias entrevistas, les solicitamos 
cumplir con los tiempos acordados. 


SEÑOR MILANO.- Soy integrante de la Coordinadora Nacional de Deudores de Montevideo y 
Presidente de la Asociación Civil de Deudores del Banco Hipotecario. 


Voy a hacer una presentación general para ubicar el tema y luego algún compañero profundizará sobre el 
anteproyecto que presentamos a fines del año pasado y que, lamentablemente, no pudo ser considerado 
debido a la celebración de las elecciones nacionales. 


En primer lugar, quiero aclarar algo por todos sabido aunque, lamentablemente, en la calle corren otros 
rumores. Nosotros no somos defensores de los eternos deudores que se pasaron diez, quince o veinte años sin 
pagar. Básicamente, tenemos deudas familiares por préstamos para única vivienda, para herramientas de 
trabajo o para pequeños productores rurales. Esa es la gente que se nuclea en la Coordinadora Nacional de 
Deudores. Dado que la crisis del año 2002 desbarató absolutamente todas las posibilidades de seguir 
pagando, estamos representando a los deudores, pidiendo una solución legal para el problema del 
endeudamiento. ¿Por qué hablamos de una solución legal? Porque una solución administrativa es como 
mandarnos a pelear a la guerra con un escarbadiente. No podemos enfrentarnos a un acreedor si no hay 
determinadas reglas de juego para todos, que nos pongan en igualdad de condiciones y fijen ciertos 
parámetros para negociar las deuda, sin que quede librado a la voluntad del acreedor el hecho de aceptar o no 
lo que podemos pagar. No se trata de falta de voluntad de pago, sino de falta de viabilidad. Pondré un 
ejemplo concreto para que lo entiendan. Yo soy un deudor de US$ 10.000 con esa moneda a $ 12; en el 
momento en que adquirí el préstamo debía $ 120.000, y de la noche a la mañana pasé a deber $ 300.000, con 
un sueldo de docente de menos de $ 8.000. ¿Cómo hago para pagar? Es imposible; aunque quiera, no puedo. 
No es un problema de voluntad de pago. Si voy al acreedor y le digo "Yo puedo pagar esto", me responde "Si 
usted no paga la cuota entera, no puede pagar". El Banco Hipotecario, por ejemplo, se cansó de decir eso: "Si 
no puede pagar la cuota, no paga. Lo siento, mala suerte". A las cansadas, a fines del año pasado, logramos en 
el Banco Hipotecario un convenio de pago de seis meses nada más, que vencen en estos días, por el que 
podemos pagar solamente los intereses de la cuota y todo el capital queda como colgamento. Es una deuda 
que se va agigantando, crece progresivamente y pasarán cincuenta años sin que podamos pagar. 


Aquí lo que se necesita es un marco legal que actualice las deudas, que las regule y que las controle en base a 
cómo se depreció el salario y que, sobre todo, reparta las responsabilidades. Los deudores no somos los 
únicos responsables del problema de la crisis. Es el Estado, que incentivó a endeudarse en dólares, y también 
el sistema financiero, que siempre se enriqueció. 


Disculpen que, por deformación docente, siempre pongo ejemplos sencillos para que mis alumnos entiendan. 
Aquí, el banco, que siempre cobró en dólares, como pagaba sus gastos de sueldos, de luz, de agua y de 
teléfono en pesos, de la noche a la mañana comenzó a recibir el doble, pagando menos. Es decir que el banco 
se enriquece: siguió cobrando en dólares, enriqueciéndose, mientras sus gastos mermaban. Eso no puede ser. 
Y puedo decir muchas otras cosas como esas. Un banco jamás pierde; de lo contrario, se retiraría de plaza. 


No debemos tener miedo de que por aprobar una ley sobre el problema del endeudamiento, los inversores se 
retiren de la plaza. Tenemos los ejemplos de Argentina y de Brasil; esos países lo han hecho, han pesificado 
las deudas y no ha pasado nada, los inversores siguen estando. Deben tener presente que, si se apuesta a un 
país productivo, la gente debe poder consumir. Si nos quitan nuestras herramientas de trabajo y nuestra 
vivienda, ¿qué vamos a consumir? Somos muertos civiles. Nos ponen en el "clearing" y no podemos comprar 
ni un par de championes porque somos muertos. 


Pido sensibilidad por parte de nuestros Representantes para el problema del endeudamiento de la pobre gente, 
no de los eternos deudores, y que una vez en la vida el Parlamento legisle para el pueblo y no para la plaza 
financiera. 


SEÑOR FRAGA.- Integro la Coordinadora Nacional de Deudores de Montevideo y soy deudor de la 
banca extranjera. No entendí bien si vamos a ser citados o si debemos pedir una audiencia con la nueva 
Comisión para ser recibidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La versión taquigráfica de lo expresado en esta Comisión será enviada a la 
Comisión de la Asamblea General pero, si quieren, pueden solicitar ser recibidos también por ella. Va a 
ser una Comisión como ésta, con la única diferencia de que estará integrada también por Senadores. 


SEÑOR FRAGA.- ¿Su cometido específico será tratar el tema del endeudamiento? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recibirá todos los aportes de los deudores, de los acreedores, de los 
ahorristas y de las instituciones del sistema financiero. 


SEÑOR FRAGA.- Queda claro. Me parece importante que se haya formado una Comisión con 
legisladores que se especialicen en el tema y que pueda dedicar el tiempo necesario para recibir la 
información y escuchar las distintas posiciones. 


Estamos un poco saturados de esto. Algunos de los legisladores que están aquí, nos habrán visto varias veces. 
Hace tres años que estamos viniendo a reclamar una solución a nuestros Representantes. Este tiempo político 
es sustancialmente distinto. Sabemos que hay en juego otro tipo de realidades. En los últimos tiempos, 
estamos siendo bombardeados por un montón de desinformación que no quisimos catalogar hasta el día de 
hoy pero, realmente, tenemos serias dudas en cuanto a qué intereses obedece. Hay legisladores, autoridades 
de Gobierno, diciendo cosas que son mentira, sin tener documentación. Además, están ofendiendo la 
honestidad moral e intelectual que tenemos quienes hace tres años que nos especializamos en este tema. Los 
miro a todos, porque algunos de ustedes muchas veces salen a la prensa a decir ese tipo de cosas y, realmente, 
nos indigna bastante. Por eso, de una vez por todas, queremos la posibilidad de concurrir a una Comisión que 
no nos ponga límite de tiempo. Quiero aclarar que entendemos perfectamente que así sea; esto no es por 
ustedes, nos parece algo razonable porque tienen varios temas para tratar, deben atender otras realidades y 
recibir a otra gente. Sin embargo, queremos venir a una Comisión donde podamos exponer el tema con 
documentación, para desmentir algunas de las barbaridades que escuchamos públicamente de parte de 
autoridades y de Representantes, muchos de los cuales, hace años que están en esto y deben dominar el tema; 
y si no lo dominan, al menos deberían meterse en él para después salir a hablar. Se brindan determinadas 
cifras y, hasta el día de hoy, nadie ha podido probar con documentación fehaciente los números que se 
manejan públicamente. 


Mi compañero hacía referencia a aspectos conceptuales clave de lo que somos. No somos estafadores. No 
somos los vivos de siempre. Somos gente que está al borde del precipicio. No sé si eso les significa algo. Al 
que le quepa el sayo que se lo ponga. Estamos al borde del precipicio. En mi caso particular, dentro de un 
tiempo muy breve, probablemente tenga que ir a pedir asistencia en el Plan de Emergencia. Tendré que 
engrosar la lista del Plan de Emergencia, porque lo que tengo para perder es todo mi patrimonio: el techo 
donde vivo y mi herramienta de trabajo, que es un vehículo que, a pesar de que ahora tuvo un problema 
mecánico, no lo puedo arreglar y está parado en mi casa,; pero también se lo llevarían. Después tendré que 
venir aquí o a alguna otra parte para preguntar dónde voy a vivir cuando me llegue el desalojo. 


Ese es el tipo de endeudamiento que quienes estamos aquí defendemos. En cuanto a los vivos de siempre, las 
autoridades de Gobierno tienen todos los mecanismos para saber quiénes son y separarlos de todas las 


excepciones. ¡Por favor, no contrapongan nuestras propuestas con este tipo de desinformación! No quiero 
calificar ciertas actitudes que a veces nos dan mucha bronca. Pero existen herramientas para eso. Pedimos 
que cuando se hable, sea con fundamento y se documente bien. Si no tienen información, nosotros podemos 
aportarla. De alguna manera, nos hemos especializado en este tema. No tenía interés de profundizar mucho 
en esto; tenemos el último anteproyecto de ley que presentamos al fin de la Legislatura pasada y se lo 
podemos dejar a la Comisión, para que al menos lo remita a la otra Comisión a fin de que lo utilice como una 
herramienta más 


Queremos un ámbito donde podamos exponer el tema y contrarrestar toda la desinformación que se está 
dando. Si los legisladores que han salido públicamente a decir determinadas cosas forman parte de esa 
Comisión, cara a cara, podrán decir de dónde sacaron esos números. De esa forma, podremos contraponerlos 
para ver si, de una vez por todas, nos ponemos de acuerdo en algo. De lo contrario, es un bombardeo: 
nosotros venimos aquí y decimos una cosa, ustedes salen afuera y cada sector dice lo que le parece y, en 
definitiva, generamos desinformación, desestímulo y no resolvemos el problema de fondo. 


Aquí tenemos un compañero que hace poco tiempo perdió su casa; le remataron su casa y la de su suegra. 
¿Entienden? ¡Esto tiene rostro humano! 


Rechazamos profundamente todas las evaluaciones en las que se anteponen intereses económicos. Quienes 
están en esto realmente tienen una mayoría suficiente para llevar adelante una solución, y solo tienen dos 
caminos: priorizan el sistema financiero y los acuerdos internacionales, sacrificándonos a nosotros -sépanlo: 
nos sacrifican; nosotros pagamos el faltante de caja enorme que se ha generado en la crisis de 2002 y 
veremos qué pasa, qué otras medidas se generarán a partir de eso- o bien contemplan el tema social, 
buscando los mecanismos para arbitrar y equiparar a las partes. Es vergonzoso que nos digan que, por el 
arreglo que se logró -cuando la banca extranjera dijo que acata si quiere-, tenemos sesenta días para ir al 
banco y aprovechar la última oportunidad. Me mandan a hacer lo mismo que ya hice ciento cincuenta veces. 
¿Quieren saber cuántas veces fui a mi banco? ¿Quieren conocer las propuestas que mi banco me hizo? Tengo 
esa documentación; si a alguno le interesa para tomar posición, la tengo a su disposición. Luego podrán 
hablar con conocimiento de causa. Es una vergilenza lo que hacen y lo que han hecho. Hay gente que ha 
firmado contratos tremendamente abusivos, mucho peores que los anteriores, para poder refinanciar sus 
deudas con las distintas soluciones administrativas que surgieron en el tiempo. Es inmoral plantear a un 
deudor golpeado y al borde de la ejecución judicial que vaya a bancos como el Boston o el Citibank, a los 
que no les importa un pito si quedamos en la calle; ellos quieren recaudar y llevarse su dinero. No dejamos de 
reconocer que tengan razón, pero ahí está la función de los Legisladores y del Gobierno. No le trasladamos 
funciones o prioridades a ninguno en particular. Las autoridades son las que deben arbitrar nuestra solución y 
ayudarnos. Si no nos van a ayudar, por favor, díganlo. No queremos más doble discurso ni hipocresía. 
Dígannos si realmente van a estudiar el tema, si nos van a ayudar o si dejarán que el mercado resuelva. La 
solución que estamos planteando no es nada más que una solución distinta a la que ya está implementada. La 
solución al endeudamiento ya está: desde el momento en que dejamos de pagar y pasaron dos o tres meses - 
es el plazo que el contrato permite para negociar-, el banco inicia un trámite judicial y ya está la solución: 
ejecuta y se acabó el problema. Ustedes lo saben, el Gobierno lo sabe. Si no quiere interceder, está dejando 
que esa solución opere. Díganlo, así no perdemos más tiempo; buscaremos otras medidas u otras formas de 
pelear, pero no perderemos más tiempo ni se lo haremos perder a ustedes. 


Por esa razón, quisiéramos en esa otra Comisión tener la posibilidad de profundizar en todo lo que sea 
necesario y estudiar todos los elementos que tenemos. 


SEÑOR MILANO.- Quiero poner un ejemplo de Thesis. 


Hay gente a la que Thesis ha citado y le ha pedido que para solucionar su deuda entregue más de US$ 20.000 
al contado y después 18 cuotas de US$ 750, de lo contrario va a remate. Estamos hablando de gente que, de 
acuerdo con su sueldo, a gatas puede pagar US$ 100 o US$ 150 por mes. 


Esta es la solución que planteó Thesis. Lógicamente, es imposible que se pueda llevar adelante. Las personas 
tienen voluntad de pagar pero observen lo que les está pidiendo. 


Vamos a ser realistas y a crear, insisto, un marco legal para que ello no suceda. De lo contrario, seguiremos 
desprotegidos frente al acreedor que es infinitamente más fuerte que nosotros. 


SEÑOR BADANI.- Vengo en representación de la Asociación de Deudores del Banco Comercial S.A. 


Desde que los bancos entraron en liquidación no hemos encontrado un interlocutor válido con quien negociar. 
En el inicio, cuando los bancos estaban gestionados, se mantuvieron reuniones con los interventores y nos 
dijeron que no podían hacer nada. Cuando se creó el Nuevo Banco Comercial, también hubo un acercamiento 
a través de diferentes soluciones administrativas, pero tampoco los planteamientos fueron recibidos. 
Simplemente, había una postura de parte del banco de refinanciar, pero no la atención a los planteos que 
hacíamos los deudores. Después, entramos en una etapa en que no vemos un interlocutor en ese tema. 


Inclusive, hubo un planteamiento un tanto desprolijo de depositar en una determinada cuenta del Nuevo 
Banco Comercial, sin saber dónde estaba ese dinero. Evidentemente, esta no era una buena solución. 


Si creemos que la solución pasa por un tema administrativo, de números, es decir, se extienden plazos, se ven 
las tasas, etcétera, entonces, no hay problema ya que se trata de una situación de endeudamiento común. Pero 
nosotros entendemos que hay un problema social; y lo hay, por eso se están creando estos ámbitos. Esto no se 
arregla simplemente con números. 


Además, se han contrapuesto unos contra otros, deudores contra ahorristas. Tengo en mi poder la carta que un 
ahorrista envió a un diario en la que dice que hay que cobrar y que hay que rematar. Pero no se da cuenta del 
problema social que hay detrás de este tema ni de todo lo que va a perder él mismo como acreedor. Todos 
sabemos que en los remates los recuperos son muy bajos. El porcentaje de recupero que manejaba la banca 
gestionada -en este caso Thesis-, más las comisiones, es bastante bajo, y eso es lo que obtendrían los 
ahorristas. 


Creo que podemos encontrar una solución en la que nos vamos a beneficiar los deudores y los ahorristas, y en 
la que la pérdida en general sea menor. Todos dicen que el costo social es invaluable. Entonces, si sabemos 
esto, tratemos de encontrar una solución que contemple a todas las partes. No se trata de que no se quiere 
pagar, pero sí queremos hacerlo acorde a nuestras posibilidades. 


En el caso planteado por el señor Milano, la empresa le dijo que no podía extender los plazos más allá de los 
36 meses y le cobraba la deuda en cuotas iguales, sin agregar los intereses, de US$ 750, cuando la cuota 
original era de US$ 250 y, en este momento, la persona no tiene una posibilidad de pago superior a US$ 100. 


Por otra parte, a veces partimos de la base de que el problema se originó solo por la devaluación. No, es la 
crisis. No es solo un tema de si el dólar vale $ 25, si llegó a $ 30 o si era de $ 12. El tema es que la gente no 
tiene la capacidad de pago. No importa el valor del dólar. La crisis provocó otro tipo de situación: pérdida de 
fuentes laborales y disminuciones salariales. En los últimos tiempos, muchos trabajadores debieron aceptar 
rebajas salariales para mantener su fuente de trabajo y los que son independientes, por el efecto de la crisis, 
vieron disminuidos sus ingresos. 


Sé que no es fácil la solución, que este problema hiere a mucha gente y que afecta grandemente al Estado, 
pero debe encontrarse una solución en este tema. No sé cuál; no sé si con períodos de gracia. Pero para eso 
hay técnicos, voluntad y los datos que todos podamos aportar. 


Reitero que se trata de un tema social porque, si no se entiende así, se trataría de una situación común de 
endeudamiento. Además, estar atrasado es una situación casi común y prevista. Pero, si nos estamos 
reuniendo acá es porque hay algo más, que es el problema social, que hay que abordar y al que cada uno le 
dará su valor. 


Lo que estamos haciendo es pidiendo a nuestros Representantes que entiendan que hay un tema social, que 
deja a mucha gente por el camino y que impide la reactivación. El que tiene una determinada capacidad de 
pago, pero no la que le piden, en este momento, está reteniendo ese dinero por una causa o por otra, ya sea 
porque no tiene forma de volcarlo para solucionar su deuda o porque no lo quiere gastar porque no sabe cuál 
es su futuro. Entonces, tenemos un freno en la economía ocasionado por este tema. 


Cuando se habla de las cifras de endeudamiento familiar o social -que comprenden muchas cosas-, se hace 
referencia a US$ 5.600:000.000 -no las invento yo sino que las he escuchado en los medios de prensa-, lo que 
significa que el problema es grande y el motor de la economía está frenado. Creo que hay que actuar con 
inteligencia y buscar una solución al tema, que no pase por el remate ni por el costo que haya detrás. 


El señor Fraga hacía mención a la muerte civil y eso es algo que debemos tener en cuenta. Hay gente que va 
a ser rematada y que quedará endeudada porque los valores del remate no van a cubrir lo que demande el 
acreedor. Esa gente es un muerto civil puesto que no va a poder recuperarse y no va a poder adquirir otra 
propiedad. Anímicamente van a quedar destrozados y otros no podrán recuperarse debido a su edad. En 
definitiva, se está condenando gente porque no pudo solucionar la deuda con todo su patrimonio y, además, 
queda embargada. Asimismo, quien es independiente no va a tener acceso al crédito y el trabajador no podrá 
reiniciar lo que llevó treinta años construir. Por eso apelamos a que se trabaje en serio desde el punto de vista 
social ya que este tema no puede abordarse exclusivamente desde los números. 


SEÑOR SPERANZA.- Soy deudor en dólares a nivel de particulares. Solucionar la deuda con los 
particulares es más difícil que hacerlo con los bancos. No hay ninguna negociación viable porque el 
hecho de tener la sartén por el mango hace que se negocie mal. Las condiciones exigidas no son las 
correctas y, aunque no voy a decir cuál es la correcta, creo que el Estado puede mediar esa negociación 
porque la deuda no puede ser absorbida solo por el acreedor y el deudor cuando hay otra parte que es 
mayor y no está participando. 


Perdí mi casa el 16 de diciembre y el 10 de marzo la de mi suegra; una era garantía de la otra y no sirvió de 
nada. Creemos que estirar los plazos es lo mismo que sufrir una enfermedad; si hoy hablamos de tres años y 
s1 esperamos tres meses más va a ser peor. A medida que pasa más tiempo va quedando más tiempo en el 
camino. Es probable que así se acentúe la crisis social. No me pongo en víctima -estoy sufriendo y mi familia 
también- pero sé que hay herramientas para solucionar este problema. El marco legal es muy importante y 
cubre muchas situaciones que después pueden estudiarse. Sin embargo, cuando hay gente que no paga se 
sabe quiénes son. Hay instrumentos que datan de años porque la conducta no se forma de un día para otro y 
no es consecuencia del golpe de hace cuatro años. Nosotros estamos en una situación que no nos permite ni 
siquiera comprar un par de championes. No podemos seguir adelante; el que ha trabajado con una empresa no 
tiene más ganas de seguir haciéndolo. Pueden imaginar la temática familiar que viven los que como yo han 
perdido una casa. No dejo de reconocer mi culpa por creer en la confiabilidad de un Estado. Hoy no puedo 
creer en nada. Me cuesta creer que no se vea esta realidad cuando ya pasaron tres años y la gente que no paga 
es siempre la misma. Es muy fácil saber quiénes son los que están pagando, quiénes no y qué antecedentes 
tienen. Nos vemos enfrentados, por ejemplo, a una tasación de US$ 45.000 por una casa que hoy tiene un 
valor de mercado de US$ 15.000. En consecuencia, las cuotas no son las mismas y el valor de propiedad 
cuando llega a remate no cubre esa deuda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como se estableció en la Comisión, los escuchamos a ustedes pero esto no 
quiere decir que no tengamos comentarios sobre algunas de vuestras apreciaciones respecto a la 
solución administrativa que está en trámite en este momento, que conocen a través de lo que se ha 
difundido en la prensa. Dado el poco tiempo que les hemos podido otorgar no vamos a entrar en ese 
detalle y, además, hay una Comisión que está trabajando en el tema. 


SEÑOR GANDINL- La Comisión tiene a estudio parte de este tema a la espera de la visita del señor 
Ministro de Economía y Finanzas el 27 de abril. Vamos a consultarlo sobre varios proyectos de ley de 
distinta índole que tiene a estudio la Comisión y también sobre este. Más allá de la Asamblea General, 
la Comisión no abdica de sus responsabilidades en la materia. 


SEÑOR MUJICA.- Comparto el criterio del señor Presidente en el sentido de que la intención de este 
encuentro no es discutir los criterios. De todas maneras me parece importante aclarar que los criterios 
políticos con los que el Gobierno está encarando el problema de la deuda interna son los que se han 
proclamado públicamente. Los instrumentos serán legales o administrativos, lo que no quiere decir en 
ningún caso que vamos a dejar librados a acreedores y deudores a una negociación privada. Se está 
estudiando el tipo de decisiones con respecto a los tramos y segmentos que integran el paquete de 
deudores, que aseguren que la negociación esté enmarcada en un criterio político que el Gobierno 
avale y del que se haga responsable. 


Reitero que vamos a tratar de que la negociación no sea de carácter privado y de que la participación del 
Estado garantice el bien común, lo que se logrará con un conjunto de decisiones que pueden ser 
instrumentadas en forma legal o administrativa; veremos las que resulten más eficaces para el fin que 
proponemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la visita; seguiremos tratando este tema que, obviamente, 
recién comienza para esta Legislatura. 


(Se retira de Sala la delegación del Movimiento de Deudores en Dólares) 


(Ingresa a Sala la delegación de ANDA) 


Estamos haciendo una reunión especial para atender las solicitudes de entrevista que teníamos 
pendientes, de forma de no alterar el tratamiento de los temas que tenemos a estudio 


Tenemos el gusto de recibir al señor Presidente de ANDA, señor Washington Almada, al Vicepresidente, 
doctor Hugo Speranza y al contador Eduardo O'Neill, que vienen a referirse de las sociedades cooperativas 
constituidas conforme a las Leyes N* 10.761 y N* 13.988. A tal efecto, les cedemos la palabra. 


SEÑOR SPERANZA.- Originalmente, solicitamos ser escuchados cuando la Cámara de 
Representantes se estaba ocupando de este tema, sobre fines del año pasado, con motivo de haberse 
aprobado una ley de ordenamiento de retenciones, que establecía topes de retenciones a los salarios y 
pasividades de trabajadores y jubilados, respectivamente. 


Con relación a este proyecto de ley titulado "Sociedades Cooperativas Constituidas conforme a las Leyes 

N? 10.761 y N? 13.988", por el que se autoriza la constitución de fondos de refinanciación destinados a 
cancelación de obligaciones que ocasionaron retenciones sobre salarios o pasividades de personas físicas, 
queremos puntualizar nuestra posición. Tenemos un enfoque crítico con respecto a este proyecto que ya tiene 
media sanción del Senado. 


En primer lugar, queremos expresar que el proyecto que hemos tenido a nuestro alcance carece de exposición 
de motivos, pero podemos colegirlos de la redacción de los artículos. De la lectura de su texto surge la 
posibilidad de refinanciar obligaciones de trabajadores y pasivos, cuando la cobranza se realiza mediante 
retenciones legales. Sobre este punto queremos hacer una primera reflexión: cualquier cooperativa puede 
crear fondos de refinanciación, sin necesidad de una ley habilitante. Cualquier sociedad puede hacerlo; puede 
destinar parte de sus reservas a efectos de atender ese fin. En el caso de ANDA, que es una asociación sin 
fines de lucro, damos servicio a nuestros socios -entre otros servicios que prestamos está el del crédito social- 
y refinanciamos sus deudas en mérito a la realidad particular de cada deudor. Esto lo venimos haciendo desde 
el año 2000, cuando se desató la crisis sobre nuestro país. 


Queríamos establecer cuál ha sido la política de ANDA con respecto a la refinanciación de deudas. Este no es 
un mero enunciado, sino que es algo que hemos llevado a la práctica. El total de refinanciaciones que la 
institución ha realizado con sus asociados, desde el año 2000 a la fecha, es de 51.999 por $ 624:000.000. De 
esas refinanciaciones, 2.720 fueron hechas a tasa cero, 3.759 a tasa subsidiada, 24.492 solo ajustaron por IPC 
y 20.398 a tasa normal. Quiero dejar especial constancia de que la tasa normal de financiación de ANDA para 
sus créditos es similar o un poco menor a la que maneja la División Crédito Social del BROU. A fines del año 
pasado se aprobó una ley sobre retenciones que ordena las prelaciones y prioridades de las tasas y establece 
topes a las retenciones de salarios y pasividades. Consideramos que ese texto legal ya establecía un principio 
de solución al problema del endeudamiento de trabajadores y pasivos en cuanto fue negociado en el marco de 
la Asamblea General junto con el Poder Ejecutivo. El proyecto de ley establecía un tope de 80% y 20% y fue 
llevado a 70% y 30%. Con esto se establece la posibilidad de que el trabajador y el pasivo cobren hasta el 
30% de sus haberes nominales menos los descuentos legales correspondientes. 


Otro aspecto que nos interesa mencionar y que es muy importante refiere a la habilitación para crear los 
fondos de refinanciación. Normalmente, las cooperativas de consumo y las de ahorro y crédito, dado la masa 
social que nuclean, tienen limitaciones en cuanto a su desenvolvimiento económico, limitaciones 
patrimoniales y de ingresos. Entonces, ¿cómo se va a crear ese fondo de refinanciación? ¿De dónde van a 
salir esos fondos? Tenemos entendido que la Confederación Uruguaya de Cooperativas -CUDECOP- ha 
presentado un anteproyecto de ley general de cooperativas a consideración del Parlamento donde figura un 
capítulo específico destinado a regularizar la situación de las cooperativas que comúnmente se denominan 
"truchas", que tienen el ropaje formal de cooperativas, pero que están desnaturalizadas en su actuación y en 
sus fines, escondiendo detrás de una fachada a un capitalista o a un inversor que se aprovecha de la situación 
de carencia que pueden tener muchos compatriotas. 


Queremos alertar que estas herramientas pueden dar a los capitalistas la ocasión de aprovecharse de esta 
situación y que van a gozar de la posibilidad de retener dineros y de contar con ciertas exoneraciones 
impositivas. 


Otro de los aspectos que hemos visto con preocupación en esta iniciativa es que se establece una cesión de 
créditos y que en ella va incluido el lugar de la retención que goza la cooperativa o entidad como garantía de 
cobranza. En tal sentido, queremos hacer una reflexión. La última ley sobre retenciones estableció un orden 
de prelaciones: la primera prelación es para las pensiones alimenticias; la segunda prelación es para el crédito 
social del BROU. Si se cancelan las deudas con el BROU -de acuerdo con esta norma que se procura 
aprobar-, la sociedad cooperativa que adquirió esa deuda por la cual le fue cedido un crédito quedará en el 
mismo lugar que la retención del Banco; es una retención de privilegio. De esta manera, se desplazarían 
todos los créditos otorgados por las cooperativas y por ANDA. 


En cuanto a las retenciones, pensamos que es un tema muy sensible que debe ser regulado con particular 
tranquilidad y cuidado. ¿Por qué decimos esto? Las normas legales sobre retenciones son excepcionales. 
Como todos sabemos, la naturaleza del salario no se puede ceder, y cuando el legislador ha otorgado el 
beneficio de la retención a una entidad como ANDA o alguna cooperativa pensó en los fines sociales que 
inspiraban a estas instituciones y lo hizo para darles la posibilidad de tener un fortalecimiento financiero y 
patrimonial dadas las características de la masa social. 


Otro concepto que nos parece particularmente preocupante figura en el segundo párrafo del artículo 1* del 
proyecto de ley en el que se establece la posibilidad de que exista subrogación legal de los acreedores 
originarios en caso de pago por las sociedades cooperativas facultadas a refinanciar pasivos, y eso sin 
requerir el consentimiento de los deudores. Esta nos parece una herramienta muy preocupante y desde el 
punto de vista de ANDA queríamos hacerles llegar nuestras inquietudes. 


Además, queremos establecer cuál ha sido la política que nuestra institución ha llevado adelante con respecto 
a las deudas de nuestros asociados: procurar brindar soluciones. Para ello partimos de un concepto básico: la 
tasa de interés que normalmente cobramos por los créditos es inferior a la que maneja la División Créditos 
Sociales del BROU. De esa manera, establecemos claramente que los fines sociales no solo los enunciamos 
sino que los aplicamos. 


Es cuanto quería decir. 
SEÑOR ALMADA.- Quiero agregar alguna reflexión a lo manifestado por el señor Speranza. 


Sabemos de la sensibilidad de los legisladores para asegurar en el salario de los trabajadores un líquido 
indispensable. Esta ley, que está en vigencia desde el mes de diciembre y que asegura un 30% del líquido, de 
alguna manera, está cumpliendo con la voluntad del legislador, porque muchas veces los trabajadores, en 
función de la cantidad de cooperativas y de instituciones de retención, ni siquiera tenían líquido. Nos parece 
que la voluntad del legislador se cumple con esta ley que entró en vigencia en el mes de diciembre. Sin 
embargo, todos sabemos la cantidad de retenciones que en general se les hace a los trabajadores, empezando 
por las correspondientes a la llamada Caja Nacional, a ANDA y a distintas cooperativas. Dada la posibilidad 
de comprar la deuda y de tener la prioridad del descuento; entendemos que sería beneficioso la creación del 
fondo. Conocemos las tasas que se cobrarán por esos créditos, -con lo que se creará ese fondo y con el que se 
cancelará la deuda de los trabajadores con estas instituciones-, pero no sabemos cuál será el plazo. Pero se 
estaría agregando una retención más al salario de los trabajadores, por lo que perfectamente podría pasar que, 
por ejemplo, ANDA sea relegada en la prelación de las retenciones. 


No debemos olvidar que ANDA es una institución muy particular, que no solo brinda crédito -por su política 
institucional acompaña las tasas de interés de los préstamos sociales del Banco de la República-, sino que 
también brinda atención primaria de salud al núcleo familiar del afiliado -a través de un excelente servicio 
médico de atención primaria en Montevideo, y mediante convenios en el interior con instituciones médicas-, 
un servicio odontológico integral de asistencia colectivizada -que está catalogado por la Facultad de 
Odontología como un excelente servicio-, servicio fúnebre gratuito -que comprende al afiliado y a su 
cónyuge-, y otorga garantías de alquiler a los trabajadores en todo el país. Es la única institución privada que 
brinda ese servicio y eso no es casualidad. Este servicio no es rentable para la institución debido a la 


situación que han vivido los trabajadores en el país. Todo esto se ofrece por el pago de una cuota mensual de 
$ 340. 


Hoy ANDA cuenta con unos cien mil afiliados, por lo que nos preocupa que si se sancionara este proyecto de 
ley estas familias se verían impedidas de usufructuar los servicios que brinda la institución en materia de 
salud. 


También creo que es importante que el legislador tenga en cuenta otro elemento. Todos sabemos que los 
salarios de los trabajadores no son muy altos, por lo que de aprobarse este proyecto, ese 30% del salario 
líquido en la mayoría de los casos no le alcanzaría al trabajador para cumplir con sus obligaciones. Entonces, 
se vería obligado a ingresar nuevamente al mercado de crédito y a caer en estas "cooperativas" que pululan 
en Montevideo y que todos conocemos, exponiéndose a contraer préstamos con tasas por encima de las que 
cobra ANDA, rayando en la usura. 


Nos interesa invitar a los legisladores a concurrir a ANDA para que conozcan en profundidad los servicios 
que presta la institución, sus instalaciones en Montevideo, nuestros números y qué hace, porque 
evidentemente -realmente lo sentimos así- se encontrarán con una institución que trabaja en especial para 
mejorar la calidad de vida de los uruguayos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se solicitó desarchivar este proyecto el 15 de marzo, pero todavía no está 
incluido en el orden del día de la Comisión. De todos modos, el aporte de nuestros visitantes ha sido 
muy valioso para cuando lo tratemos y, si lo considera necesario, la Comisión los convocará 
nuevamente. 


Agradecemos la visita de los representantes de ANDA. 
(Se retira de Sala la delegación de ANDA) 


(Ingresan a Sala representantes de la Cooperativa Uruguaya Solidaria de Afiliados) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la señora Estela Franco y a la doctora Norma DERGHAM y a los 
señores Walter Torres y Eduardo Evangelista, representantes de la Cooperativa Uruguaya Solidaria de 
Afiliados. 


Es necesario realizar dos precisiones previas. 


En primer lugar, los invitados conocen -porque se han entrevistado con los legisladores- la solución que ha 
encaminado el Gobierno a través del Ministerio de Economía y Finanzas, que atendería caso a caso. 
Obviamente, no haré juicios de valor al respecto porque este no es el ámbito donde corresponde hacerlos. 


En segundo término, ayer la Asamblea General, en función de un acuerdo político, designó una Comisión 
Especial integrada por muchos de los presentes que tiene el cometido de tratar el endeudamiento interno y 
nutrirse de información de los deudores, como así también de otros involucrados como, por ejemplo, las 
instituciones financieras, los ahorristas y los acreedores. Les informo que la versión taquigráfica de esta 
sesión será remitida a esta Comisión de la Asamblea General para que cuente con los antecedentes; quedará 
en manos de los visitantes solicitar una entrevista con sus integrantes. 


También hago la precisión de que esta Comisión de Hacienda analizará el tema en general a partir del 27 de 
abril, fecha en que ha sido invitado el señor Ministro de Economía y Finanzas para realizar una exposición al 
respecto. 


SEÑOR TORRES.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido y permitirnos realizar nuestros 
planteamientos. 


SEÑOR EVANGELISTA.- No vamos a explayarnos en la historia de la fundación porque es 
archiconocido; somos una solución que ha funcionado durante estos dos años, y a las propuestas que ya 
hemos brindado queremos anexar otras soluciones en virtud del nuevo marco que se ha planteado en el 
transcurso del cambio de gobierno. 


Se nos ha reorientado para el estudio de salidas del endeudamiento a través del sistema del fideicomiso. Por 
lo tanto, desde ese momento a la fecha hemos estudiado un nuevo planteo, además de nuestro proyecto 
medular, que establece la conformación de un fideicomiso para los deudores, por el cual se puede procesar 
una nueva forma de capitalización y de reconversión del endeudamiento del sistema financiero a través de 
bonos. De esta forma no se tendría que poner dinero, sino que a través del sistema de bonos se podría 
capitalizar la deuda con quitas para brindar oportunidades de pago a los deudores. 


En el país ya existen leyes que sirven de marco jurídico -creo que de esta forma vamos contestando lo que 
nos preguntaron en el Senado, y de paso evacuamos las dudas que hay a nivel del sistema político-, y sobre la 
conformación hará referencia la señora DERGHAM. 


SEÑORA DERGHAM-- Nosotros estamos armando algunos proyectos a efectos de instrumentar algún 
mecanismo jurídico para solucionar el endeudamiento; estamos analizando el derecho comparado -aún 
no tenemos un proyecto pronto, pero apenas lo tengamos lo haremos llegar a la Comisión-, teniendo en 
cuenta diferentes situaciones que se han presentado y las soluciones que se han aplicado en diferentes 
países que han sufrido una crisis económica y social similar a la que tuvo el nuestro. En algunos casos 
se han implementado con cierto éxito, corrigiéndose los inconvenientes sobre la marcha. 


Básicamente, nosotros necesitaríamos una forma de garantía para cancelar nuestras deudas, que puede ser un 
fideicomiso -que ya está previsto en nuestra legislación desde el año 2003- estatal o privado. Estamos 
analizando las distintas posibilidades respecto a cómo instrumentar esas soluciones para que los deudores 
puedan cancelar sus deudas. 


Actualmente, nos resulta muy difícil pagar las cuotas que nos pretenden cobrar, pero no es por falta de 
voluntad de pago sino porque resulta imposible pagar porque el valor nominal de las deudas no tiene nada 
que ver con su valor real ni con el valor de la garantía que en su oportunidad se estableció. Creemos que 
debemos adaptar esta solución a las circunstancias actuales 


Hemos analizado la suspensión de ejecuciones -obviamente, se ha decidido no legislar respecto a este tema-, 
y entendemos que no es una solución en sí misma sino un paréntesis para poder instrumentar algún 
mecanismo de solución. Desde este punto de vista nos parece que es perfectamente viable y que no sería 
inconstitucional aplicar una suspensión de ejecuciones, que en realidad no se trataría de una suspensión del 
juicio ejecutivo, sino del remate; el juicio continuaría hasta la etapa de remate y se suspendería la subasta 
hasta que esté implementada la solución. Esta es una de las posibilidades. En ese paréntesis se podría 
instrumentar alguna forma de fideicomiso, que podría ser estatal. 


Reitero que esto es lo que estamos analizando y que oportunamente mandaremos a la Comisión la 
operatividad financiera de este fideicomiso para ver si es posible instrumentarlo. 


SEÑORA FRANCO.- Nosotros querríamos que se diera la posibilidad de generar una situación en la 
que el endeudamiento de las personas, de los pequeños productores, y de las pequeñas y medianas 
empresas sea viable, es decir, que las condiciones sean mejores de las que hoy nos establecen el sistema 
financiero y los particulares, que fijan porcentajes muy altos. 


Acabo de entregar una gráfica al señor Presidente de la Comisión que establece el valor del endeudamiento. 
La primera columna representa el valor del endeudamiento y la segunda el de los bienes que garantizan dicho 
endeudamiento, que es menor; debido a la capitalización de intereses y al paso del tiempo, hoy las deudas son 
mayores que el valor de los activos que pusimos en garantía. 


En la última columna figuran las negociaciones que realizamos con los acreedores y el valor que quedó como 
resultado de dichas negociaciones. Entonces, se hace posible pagar la deuda en esas condiciones, porque 
tenemos que pagar una cantidad mucho menor, porque los intereses en CUSAF son mucho más accesibles y 
porque los plazos son más largos. Eso está adecuado a nuestros ingresos, por lo que podemos garantizar el 


pago. 


El problema que tiene CUSAF al día de hoy es que enfrentó una serie de remates continuos. Nosotros 
realizamos un ahorro en base a nuestros ingresos, es decir, que no se trata de una suma muy alta. La 


acumulación de remates y de situaciones en los límites hizo que nos quedáramos con un capital muy 
pequeño. 


Ante esta situación, una de las soluciones -¡magino que no se la podemos pedir a ustedes; en todo caso, 
podemos solicitarles que se apruebe una ley- es capitalizar la cooperativa. Eso se lo pedimos al BID y contó 
con el visto bueno de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto del Gobierno anterior. Hoy estamos 
solicitando que también nos apoye este Gobierno en esa situación. 


Pero existe otra solución que sí podemos pedir a ustedes: un fideicomiso estatal que garantice las operaciones 
en el sistema financiero. Nosotros estamos estudiando cómo se instrumentaría esto y le haremos llegar 
nuestra propuesta para que los señores Diputados vean de qué manera podríamos pagar. Si el Gobierno diera 
su garantía a través de un fideicomiso, si el sistema financiero bajara las tasas de interés y alargara los plazos 
y si generáramos una comisión de estudio del endeudamiento -que ya existe-, creo que un porcentaje enorme 
de uruguayos va a poder salvarse de esta situación. 


El ejemplo de que podemos pagar en otras condiciones es el de CUSAF, donde garantizamos una quita 
importante de la deuda original, bajamos las tasas de interés y alargamos los plazos. 


SEÑOR CONDE.- La señora Franco decía que la mayoría o una gran cantidad de los casos que están 
tratando de nuclear en esta cooperativa son de deudores con particulares. Me interesa saber si tienen 
alguna cuantificación al respecto. Han entregado a la Comisión cierta información que figura en un 
gráfico, pero no sé a qué universo se refiere; supongo que se tratará del total de deudores. No me 
interesa analizar exhaustivamente ahora la información escrita -que agradecemos-; luego la 
analizaremos con todo cuidado. En este momento, me interesa saber puntualmente si nuestros 
invitados tienen alguna estimación -no de todo el universo, que es imposible conocer- sino de la 
cantidad de involucrados y de los montos de ese endeudamiento con particulares. 


SEÑORA FRANCO.- En la carpeta hay una gráfica basada en datos concretos. Hemos tomado a 
nuestros socios y establecimos el porcentaje de endeudamiento con particulares. En la gráfica se 
compara el endeudamiento que tiene que ver con el Banco Comercial -el anterior, no el nuevo- y en el 
correr de estos dos años de trabajo descubrimos que es mayor al que figura en esa gráfica. En realidad, 
en el inicio pensábamos que solo se trataba de familias que habían solicitado préstamos para la compra 
de vivienda. En ese sentido, estuvimos visitando a distintos particulares; hay oficinas que funcionan 
con capitales argentinos y que otorgaron cientos de préstamos de menos de US$ 15.000 a asalariados 
que ganan en moneda nacional. Hay estudios jurídicos y cooperativas que nosotros denominamos 
"truchas" -porque funcionan con dos o tres personas y con capitales de gente que no está en el país- 
que otorgaron préstamos a una tasa de interés bastante considerable, ya que superaba el 12%. Si 
estudiamos la situación de los asalariados, advertimos que era imposible que pagaran. No obstante, en 
función de lo que hablamos, sabemos que a estas personas no les interesa rematar esos bienes -reitero 
que estamos hablando de muchísima gente y de viviendas muy humildes-; consideran que si bien van a 
estar pagando durante muchos años, van a sacar un lucro muy importante de esa situación. Entonces, 
hoy están decididos a negociar; por eso, nuestra actividad en ese sentido es muy importante. Hemos 
logrado negociaciones muy relevantes con particulares porque, antes de rematar, prefieren hacer 
quitas de la deuda a fin de cancelarla. 


Descubrimos que no solo las familias estaban endeudadas, sino también los pequeños productores y las 
pequeñas y medianas empresas, porque el sistema financiero exige certificados para sacar créditos y muchas 
de esas empresas no los obtenían; entonces, debieron recurrir a particulares para seguir con su actividad. Este 
es un tema muy difícil de tratar porque descubrimos que el endeudamiento con organismos como el Banco de 
Previsión Social y la Dirección General Impositiva es muy importante. Las empresas prefirieron seguir 
pagándole al Banco, porque garantizaron sus créditos con bienes propios -con viviendas únicas-; entonces, 
pensando que iban a salvar la vivienda, le pagaron al Banco y no a la DGI y al BPS. 


De manera que muchas de esas empresas han muerto o han sido abandonadas, han abierto otras, etcétera. 
Esta es una situación muy grave y muy difícil de estudiar. 


Como decía, en la carpeta figura el índice de endeudamiento con particulares, que es muy importante. 


SEÑOR EVANGELISTA.- Quisiera proporcionar la siguiente información. En el año 2003 el 
endeudamiento con privados, sobre el universo de 2.000 socios, era del 17%. En el 2004, estábamos en 
el 24%, en una franja de endeudados con particulares que, tal como se explicó, supera a la del viejo 
Banco Comercial. Digo esto para que se vea la magnitud que tiene en nuestro sistema de crédito el 
endeudamiento con privados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿A qué universo de socios estamos involucrando? 
SEÑOR EVANGELISTA.- A dos mil quinientos socios. 


SEÑOR CONDE.- Si es posible, quisiera tener una idea aproximada sobre lo siguiente. En estos casos 
que ustedes han tratado y analizado de endeudamiento con particulares; ¿han elaborado o solicitado 
algún asesoramiento que les permita tener una idea de cuál es la situación legal o ilegal de los 
acreedores? Es cierto que hay algunas cooperativas que podemos denominar "truchas" -aunque no me 
quiero apegar a ese argentinismo-, porque sabemos que no son cooperativas típicas; nosotros estamos 
empeñados en defender un sistema cooperativo auténtico. De todos modos, este es un debate que 
seguramente se dará en otra ocasión, cuando se analice otro proyecto de ley. Además de esta forma de 
operar pseudo cooperativista -para llamarla de alguna manera-, los prestamistas particulares 
normalmente incurren en prácticas ilegales referentes a usura o a otro tipo de actividades. Quisiera 
saber si tienen informes jurídicos o datos de esa naturaleza que les permita hacer una evaluación al 
respecto. 


SEÑORA DERGHAM-- En todos los casos de créditos obtenidos con prestamistas particulares tenemos 
la siguiente información: se otorgan préstamos mutuos garantizados por hipotecas; se presta 
determinada cantidad de dinero, pero en el contrato de préstamo hipotecario se determina una 
cantidad muy superior, y sobre esta última se cobran los intereses. 


Voy a poner un ejemplo. Le prestan US$ 5.000, pero el préstamo hipotecario dice US$ 10.000. La 
explicación que le dan al deudor es que dentro de esos US$ 5.000 extras están los gastos de hipoteca, los 
honorarios del escribano, etcétera. Además, sobre esos US$ 10.000 cobran los intereses. Sin embargo, los 
gastos de la hipoteca y los honorarios del escribano nunca alcanzan el 100% de la cantidad prestada. Quiere 
decir que allí ya tenemos una gran parte de interés maquillado como capital; por lo tanto, incurren en usura, 
más allá de que los intereses pactados ya son usurarios. 


Finalmente, la gente por una cantidad mínima de dinero, termina pagando quizás cinco o seis veces lo que 
realmente le prestaron, más las costas y costos del juicio y todo lo demás. 


SEÑOR BRENTA.- Nuestros invitados hicieron referencia a una serie de negociaciones exitosas en las 
cuales han intervenido. ¿Podrían señalar, en líneas generales, qué porcentaje del monto de la deuda se 
ha terminado acordando? 


SEÑORA DERGHAM-.- Es lo que planteaba hoy. Si tomamos nuestras gráficas, que están en la 
información que presentamos, se establece que la deuda quedaría en un 30%, en una tercera parte. 
Tuvimos buenas negociaciones, pero hay que tomar en cuenta que en algunos casos compramos en 
remate. Cuando no lográbamos negociar con el sistema financiero o con el particular, íbamos al remate 
y comprábamos allí, lo que hace que la deuda baje muchísimo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué resultados les ha dado el cumplimiento posterior de los propios 
asociados, luego de haber subrogado al acreedor? 


SEÑOR EVANGELISTA.- En cuanto al cumplimiento, tenemos que pensar que nuestros socios ya no 
pagan cuotas altas. Lo que tenemos acá es una dificultad de recuperación en el plazo que estamos 
dando y en el monto de las cuotas. No se olviden que nuestro fondo es casi de miseria, porque se forma 
con cuotas de US$ 20 a US$ 100. Por lo tanto tenemos recuperaciones lentas. Acá los deudores tienen 
las más variadas formas de cuotas. Tenemos cuotas bajas y algunos pagan por períodos semestrales o 
trimestrales, lo que depende de la producción, que a su vez está sujeta a las condiciones climáticas. 


Evidentemente, esto también afecta la situación de muchos créditos que hemos dado, por lo cual 
nuestros deudores han tenido alguna dificultad. Por ello, hemos tenido que sostenerlos para que sigan 
trabajando y produciendo, dado que este es nuestro pensamiento, que no es netamente financiero. La 
idea original de la cooperativa estaba basada en permitir que las personas se quitaran de encima el 
endeudamiento para volver a trabajar y a producir, generando otra vez riqueza para poder pagar. Este 
es el ciclo que queremos mantener, y aunque estamos pagando un alto costo desde el punto de vista de 
los números, en definitiva, es la apuesta del proyecto, que entendemos debe ser el marco que el sistema 
debe adoptar para que el país salga del estancamiento. 


Por último, con respecto a la práctica de los particulares, además de manejar el monto y duplicarlo a veces en 
el contrato, se suele hacer firmar un vale para respaldar la operativa hipotecaria. En muchas ocasiones, 
cuando el deudor cancela la deuda, no recupera ese vale; por lo tanto, han aparecido endeudamientos con el 
vale a pesar de haber cancelado la deuda. 


SEÑORA DERGHAM.- Con respecto a esto, quiero aclarar que esta situación también se da en el 
sistema financiero. En los bancos pasa exactamente lo mismo: la gente paga y no se le devuelve el vale. 
Entonces, no es solamente un tema con los particulares; entre estos es notoria esa práctica en las 
automotoras. Venden un auto, hacen firmar vales y luego la gente paga los autos, pero no les devuelven 
los vales. A estos vales los descuentan, los transfieren, empiezan a circular y la gente siempre sigue 
endeudada; a pesar de haber pagado su deuda siguen circulando los títulos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, esto configura una irregularidad y seguramente un delito, que 
no quiero catalogar porque no soy abogado. ¿Se han realizado denuncias a nivel de la Justicia? 


SEÑORA DERGHAM.- No; más de un socio me ha consultado, pero no ha hecho la denuncia. Hay 
empresas conocidas en las que la práctica habitual era esa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solo nos resta agradecer la presencia de nuestros invitados. La versión 
taquigráfica de esta sesión va a ser remitida a la Comisión de la Asamblea General, que desde ayer está 
constituida. Entonces, si ustedes lo desean, podrán tener otra oportunidad de ser recibidos en esa 
Comisión integrada por Senadores y Diputados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


